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EL VETO PRESIDENCIAL Y EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Sebastián Soto Velasco1

“La estructura del poder legislativo es una combinación de instan-
cias de cooperación, de negociación y de veto”2.

Edgardo Boeninger.

Resumen
A propósito de una sentencia del Tribunal Constitucional3 durante la trami-
tación del proyecto de ley de Televisión Digital (en adelante TV Digital), el 
presente trabajo aborda la institución del veto presidencial. Contemplado ya 
en nuestras primeras constituciones, la posibilidad del Presidente de observar 
proyectos despachados por el Congreso, se ha ido configurando por la prácti-
ca legislativa, de un modo intenso. En la actualidad, su uso esporádico no le 
quita fuerza en el juego de poderes entre el Congreso y el Presidente, pero el 
fallo del Tribunal Constitucional, cuya argumentación y uso de precedentes 
se analiza críticamente en este artículo, amenaza con despojarlo de sus carac-
terísticas y efectos esenciales.

Introducción
La tramitación de la denominada ley de TV Digital estuvo lejos de ser un asun-
to sencillo4. Desde su ingresó al Congreso, en noviembre del 2008, y hasta 
su publicación en mayo del 2014, estuvo sometido a permanente discusión 

1	 Profesor del Departamento de Derecho Público de la Pontificia Universidad Católica. Abogado UC, 
Master en Derecho (LLM) de la Universidad de Columbia y candidato a Doctor en Derecho por la 
Universidad de Chile. Se desempeñó como Jefe de la División Jurídico Legislativa del Ministerio Se-
cretaría General de la Presidencia, entre los años 2010 y 2014. Actualmente es profesor visitante en la 
Universidad Harvard (2014-2015).

2	 Boeninger, Edgardo, Políticas Públicas en Democracia. Institucionalidad y Experiencia Chilena. 2000 – 
2006, (Uqbar Editores), 2007, p. 65.

3	 Tribunal Constitucional, Rol N° 2646-14, sentencia de fecha 22 de abril de 2014.

4	 Ley N° 20.750, que permite la introducción de la TV Digital Terrestre. Proyecto de Ley Boletín 6190-19.
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legislativa. Lo que pudo haber sido una modificación acotada al marco regu-
latorio para permitir la introducción de la TV Digital, se transformó desde el 
inicio en un amplio debate de temas álgidos para una sociedad democrática, 
como la libertad de expresión, el derecho a la información y, en general, lo 
concerniente a la regulación de un medio clave como es la TV,  que tantas 
expectativas y reacciones genera, tanto en el público como en los poderes po-
líticos.

El Tribunal Constitucional (en adelante TC) no estuvo ajeno a este debate. 
En cinco ocasiones dictó sentencias sobre materias vinculadas con el proyec-
to. Las dos primeras se refirieron a la prohibición de los sistemas de medición 
en línea que fueron calificados como inconstitucionales5. La tercera versó so-
bre un requerimiento de un grupo de parlamentarios en relación a cuatro as-
pectos del proyecto vinculados principalmente con la obligación que el Estado 
imponía a los canales de televisión abierta de transmitir determinados con-
tenidos6. La cuarta, se refiere a la impugnación que un grupo de senadores 
efectuó a la tramitación del veto del Presidente de la República al proyecto de 
ley7. La última sentencia tuvo su origen en el control obligatorio de las normas 
de rango orgánico constitucional8-9.

En estas páginas se analizará la cuarta de estas sentencias pues, como se 
verá, su argumentación genera efectos que trascienden el proyecto de ley en 
cuestión y apuntan directamente al régimen de gobierno y la correlación de 
fuerzas entre el Presidente y el Congreso. En otras palabras, es una decisión  
relevante desde el punto de vista institucional que, como se argumentará 
en este artículo, daña de manera severa una de las herramientas que, desde 
nuestras primeras constituciones, tiene el Presidente de la República para 
intervenir en el trámite legislativo: las observaciones o vetos.

5	 Tribunal Constitucional, Rol N° 2509-13 sentencia de fecha 23 de agosto de 2013, y Rol N° 2358-12, 
sentencia de fecha 28 de noviembre de 2012 sobre el denominado people meter.

6	 Tribunal Constitucional, Rol N° 2541-13, sentencia de fecha 18 de noviembre de 2013, en la cual se  im-
pugnaba la exigencia de una determinada forma de pluralismo, la obligación de transmitir campañas 
de utilidad pública y la obligación de transmitir canales regionales. Asimismo, cuestionaba el trato 
especial a TVN al permitírsele contar con una segunda concesión.

7	 Tribunal Constitucional, Rol N° 2646-14, sentencia de fecha 22 de abril de 2014, que es la que se ana-
lizará.

8	 Tribunal Constitucional, Rol N° 2645-14, sentencia de fecha 6 de mayo de 2014, sobre control de cons-
titucionalidad del proyecto.

9	 Para efectos de transparencia, doy cuenta que me correspondió participar en la tramitación de este pro-
yecto de ley, en la elaboración del veto y en su negociación. No tuve, en cambio, ninguna participación 
en el requerimiento ante el Tribunal Constitucional.
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La primera parte de este trabajo analiza el veto presidencial en nuestras 
constituciones y el uso que, de manera muy excepcional, se le ha dado en 
las últimas décadas. La segunda, expone los aspectos sustanciales del voto 
de mayoría y del de minoría de la sentencia que se analiza. La tercera revisa 
críticamente el fallo, cuestionando los precedentes que le sirvieron de base y 
los razonamientos esgrimidos. Además, llama la atención sobre los inciertos 
efectos de esos precedentes y razonamientos sobre futuros vetos, en caso de 
consolidarse una práctica como la que el fallo analizado ampara. Finalmente, 
y en cuarto lugar, se esboza en forma sintética, por qué es el Tribunal Cons-
titucional el único órgano hábil para resolver estas discrepancias formales.

1. El veto o las observaciones del Presidente de la República

1.1. Las reglas
La facultad presidencial de vetar las leyes existe desde los orígenes del cons-
titucionalismo. Ya lo contemplaba la Constitución de Estados Unidos con un 
doble objeto. El primero, como explica Hamilton, era resguardar la separa-
ción de poderes que esa misma carta fundamental consagraba, entregando al 
Presidente una herramienta que permitía evitar que la Legislatura se apropia-
ra de atribuciones que correspondían al Poder Ejecutivo. Si ello ocurría se pro-
duciría la concentración del poder legislativo y el ejecutivo en una sola mano, 
cuestión que la Constitución a través del veto, pretendía evitar. El otro objetivo 
fue crear un filtro adicional previo a la dictación de una ley a fin de asegurar 
su calidad. Como argumenta Hamilton, “entre más veces se examine una me-
dida y entre más diversos sean las personas encargadas de estudiarla, menor 
será el peligro de aquellos errores que resultan de la falta de deliberación o de 
pasos falsos que provienen del contagio de alguna pasión o interés común”10.

En Chile, la facultad del Presidente de devolver un proyecto de ley despa-
chado por las cámaras ya se encontraba en nuestras primeras constituciones11. 
La de 1833 establecía diversas reglas que autorizaban al Presidente a rechazar 
en su totalidad un proyecto o hacerle observaciones; tanto en el caso del re-
chazo total como de no aprobarse las observaciones del Presidente, el proyec-
to terminaba su tramitación y no podía proponerse durante aquella sesión 

10	 Madison, James; Hamilton, Alexander y Jay, John, El Federalista, (Fondo de Cultura Económica), 2001. 
N° 73.

11	 Por ejemplo, artículo 56 de la Constitución de 1822, y artículos 53-57 de la Constitución de 1828.
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legislativa. Las cámara solo podían imponer su voluntad y obligar al Presi-
dente a promulgar el proyecto solo si en los dos años siguientes aprobaban el 
mismo proyecto e insistían, en caso de veto presidencial, por los dos tercios 
de los parlamentarios12.

El año 1893 se modificaron las reglas del veto pues, en palabras de Heise, 
la fórmula contenida en la Constitución de 1833 había sido “uno de los fun-
damentos constitucionales del autoritarismo portaliano”13. Esa nueva dispo-
sición constitucional disponía que, ante el veto del Presidente, las cámaras 
podían aprobar las enmiendas o, en el contexto de la tramitación del mismo y 
sin esperar entonces el próximo año legislativo, insistir por los dos tercios de 
sus miembros con el proyecto despachado originalmente. Si ocurría esto últi-
mo, el proyecto se daba por aprobado14. Esta regla es la misma que se incluye 
en la Constitución de 1925 y en la carta vigente15.

Hay que agregar que las normas constitucionales que regulan el veto han 
sido configuradas por la práctica legislativa desde un inicio. Ya bajo el imperio 
de la Constitución de 1833 se interpretó que las observaciones que el Presiden-
te hiciera para enmendar el texto de un proyecto despachado por el Congreso, 
no podían ser modificadas: es decir, se aprobaban o rechazaban16. Igualmente, 
se entendió que el veto no podía ser modificado ni aún por errores evidentes, 
pues “admitir que el Presidente de la República puede modificar el veto des-
pués de vencido el plazo constitucional que tiene para observar el proyecto, 
sería crear un nuevo trámite legislativo no reconocido por la Constitución”17. 
También desde hace décadas se considera que el veto no puede ser retirado si 
éste ya ha iniciado su tramitación18.

12	 Artículos 44 a 48 de la Constitución de 1833.

13	 Heise, Julio, Historia de Chile. El período parlamentario. 1861-1925, (Editorial Andrés Bello), 1974, p. 
47. La modificación fue aprobada durante el Gobierno de Balmaceda en la reforma de 09 de agosto de 
1888 y luego ratificada en la legislatura posterior, en 1893.

14	 Ley N° 43 del 26 de junio de 1893.

15	 En la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución el comisionado Carmona propuso mantener la 
misma regla, cuestión que fue aceptada. Se discutió también si debía permitirse que el Presidente de la 
República promulgara parcialmente el texto del proyecto en la parte no vetada, si debía preferirse que 
el veto fuera analizado por una comisión mixta. Finalmente ninguna de esas propuestas prosperaron.

16	 Huneeus, Jorge, La Constitución ante el Congreso, (Imprenta de “Los Tiempos”), 1890, p. 271.

17	 Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento referente a la consulta 
sobre veto del Ejecutivo. 1955. En Acuña, Rolando. La Constitución de 1925 ante la Comisión de Cons-
titución, Legislación, Justicia, y Reglamento del Senado. Informes Emitidos entre 1926 y 1968, (Editorial 
Jurídica), 1971, p. 668.

18	 Ver Informes de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados de 1947 y 1954. En Cámara 
de Diputados, Informes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, Recaídos en Consultas For-
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Asimismo, tanto la práctica legislativa como la doctrina fueron distinguien-
do entre las distintas clases de observaciones: según el efecto que tuvieran so-
bre el proyecto de ley, podía tratarse de una observación o un veto supresivo, 
sustitutivo o aditivo. El primer veto propone eliminar alguna disposición del 
proyecto; el segundo reemplazarla; y el tercero añade algo no contemplado en 
el proyecto despachado por las cámaras.

Las formas de votación y los efectos que la aprobación o rechazo de cada 
una de ellas tienen sobre el proyecto de ley, también han sido objeto de debate 
a lo largo de nuestra historia. Hoy la regla ya no es objeto de discusión pues 
ha sido incluida en la ley y los reglamentos. Los vetos pueden aprobarse o 
rechazarse con el quórum que corresponda. Si se rechaza un veto supresivo 
o sustitutivo no hay ley en ese aspecto, a menos que las cámaras insistan por 
los dos tercios. Si se rechaza un veto aditivo, esto es, si no alcanza la mayoría, 
no prospera la adición que se pretendía19.

Como se puede apreciar, la facultad presidencial de observar los proyectos 
de ley y la tramitación de estas observaciones es una institución constitucio-
nal muy antigua en nuestro derecho, que se ha ido configurando sobre la 
base de las normas constitucionales y prácticas ya sentadas. Muchas de éstas 
últimas reconocidas también en los reglamentos de ambas cámaras y, en las 
últimas décadas, en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional 
(LOC del Congreso). Pero el puro texto constitucional y su interpretación no 
bastan para comprender a cabalidad esta herramienta. Es necesario analizar 
la forma en que ha sido utilizada, al menos, durante las últimas décadas.

1.2. El uso del veto
Visto en abstracto, el veto presidencial es una herramienta que tiende a ser 
catalogada como una de las más fuertes del presidencialismo. Es considerado, 
al menos en teoría, el “control primordial del Presidente sobre el poder del 
Congreso”20. Claro que esta regla presenta en el derecho comparado diversas 
características –veto total o parcial, veto con posibilidad de ser superado por 
el Congreso o no, etc.– lo que la transforma en un instrumento común en las 
diversas constituciones, pero con efectos dispares21.

muladas a ella desde el año 1926 hasta el año 1969, (Cámara de Diputados), 1970, pp. 147-148 y 185-186.

19	 Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, Artículos 32 a 36.

20	 Shugart, Matthew y Carey, John, Presidents and Assemblies. Constitutional Design and Electoral Dynamics, 
(Cambridge University Press), 1992, p. 134.

21	 Alemán y Schwartz, analizando las diversas reglas y procedimientos del veto en la región, concluyen 



206

En Chile, también ha sido considerado un instrumento favorable al Presi-
dente, que fortalece nuestro presidencialismo. Ya en el siglo XIX, Carrasco lo 
deja ver cuando dice que “un veto absoluto irrita con su dureza […] tiene algo 
de vejatorio a las libertades públicas, sobre todo si se considera que es un solo 
hombre, que por ilustrado que sea, no puede poseer el saber, experiencia y el 
buen juicio de un número considerable de individuos”22. Más recientemente, 
en igual sentido, Londregan afirma que, en un proyecto en particular, la pers-
pectiva del veto parcial, junto a una elección estratégica de las observaciones 
que se presentarán, le entrega al Presidente un considerable poder de nego-
ciación en sus relaciones con el Congreso23.

A pesar de lo señalado, su uso es menos frecuente de lo que pudiera pensar-
se. Hamilton ya advertía que el sistema de pesos y contrapesos permitiría ase-
gurar que esta herramienta sería utilizada con “gran cautela, y a menudo habrá 
espacio para criticar que se usa con timidez más que con temeridad”24. Un Pre-
sidente que quiere llevar adelante su agenda legislativa no puede enfrentarse al 
Congreso en todo momento, y un uso excesivo de una herramienta poderosa 
como el veto, amenaza con dañar su relación con el Parlamento. El mismo Lon-
dregan lo expresa cuando, tras resaltar el poder del veto según hemos visto en la 
cita anterior, reconoce que el costo político de usarlo de modo regular es alto25.

La prudencia en el uso de este mecanismo se puede corroborar si se ana-
lizan los vetos presentados desde el retorno de la democracia. Huneeus y Be-
rríos sostienen que, entre 1990 y 2002, el veto fue muy poco usado por los 
Presidentes y agregan que, muchas veces, se utilizó para materias poco rele-
vantes, por petición de los propios parlamentarios o por haberse encontrado 
errores en los proyectos de ley aprobados por el Congreso. Por eso, como con-
cluyen en su investigación, “el veto es un procedimiento que ha tenido una 
relevancia marginal en las relaciones ejecutivo-legislativo”26.

que, a pesar de lo que se cree, éstas muchas veces promueven la cooperación entre poderes más que el 
enfrentamiento. Alemán, Eduardo y Schwartz, Thomas, Presidential Vetoes in Latin American Constitu-
tions, en Journal of Theoretical Politics 18(1), 2006.

22	 Carrasco Albano, Manuel, Comentarios sobre la Constitución política de 1833, (Imprenta de la Librería de 
El Mercurio), 1874, p. 92.

23	 Londregan, John, Legislative Institutions and Ideology in Chile, (Cambridge University Press), 2000, p. 
99.

24	 Madison, James; Hamilton, Alexander y Jay, John, El Federalista, (Fondo de Cultura Económica), 2001, 
N° 73.

25	 Londregan, John, op. cit., p.99.

26	 Huneeus, Carlos y Berríos, Fabiola, “El Congreso en el Presidencialismo. El caso de Chile”, en Revista 
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El mismo juicio se puede hacer de los años posteriores: si se analiza el 
número de observaciones presentadas puede llegarse a la misma conclusión. 
Entre 1990 y 2013 se presentaron 82 observaciones o vetos de los cuales solo 
el 14% fue rechazado27. Y si bien ha habido vetos relevantes, como aquel que 
puso término a la Reforma Constitucional del 2005, la práctica ya asentada de 
buscar acuerdos en la tramitación de los proyectos de ley ha transformado en 
costumbre un diálogo pre legislativo, antes de ingresar un veto.

La sola existencia de este instrumento es un elemento que se tienen 
en consideración en el debate legislativo y que incentiva a los parlamen-
tarios a conseguir el acuerdo del Ejecutivo para aprobar sus iniciativas. 
Asimismo, desde la perspectiva del Ejecutivo, su existencia es siempre 
un mecanismo de última ratio que, a pesar de sus elementos conflictivos, 
está entre las variables que se barajan en las negociaciones de los pro-
yectos de ley.

En definitiva, la facultad del Presidente de la República de observar proyec-
tos de ley ha sido fuertemente configurada, tanto en su interpretación como 
en su uso, por las prácticas legislativas y las estructuras informales de ejercicio 
del poder. Ello ha permitido que no se transforme en una fuente de conflictos 
entre el Ejecutivo y el Legislativo sino, regularmente y siguiendo la tríada que 
usa Boeninger en la cita que abre este capítulo, en un mecanismo para pro-
mover la negociación y la cooperación. Sin embargo, como es el caso que se 
analiza, otras veces pretende operar como un instrumento de veto de las ma-
yorías legislativas. En estos casos, normalmente excepcionales, la institución 
se transforma en un  mecanismo de presión entre la mayoría del Congreso y 
el Presidente. Cuando ello ocurre, es relevante que la herramienta sea eficaz 
y opere de la forma en que fue pensada desde el primer constitucionalismo 
chileno, es decir, que funcione como un mecanismo que permite al Presiden-
te detener una iniciativa de ley respecto de la cual discrepa. De lo contrario, 
la institución cambia su sentido y finalidad. Que ello ocurra por la vía de una 
reforma constitucional es perfectamente posible, pero que se produzca por 
medio de mecanismos indirectos, como la sentencia que se comenta, no es ni 
jurídica ni democráticamente conveniente.

Sociedad Argentina de Análisis Político, Vol. 2, N°2, p. 359. En igual sentido: Berríos, Fabiola y Gam-
boa, Ricardo, “El Congreso Nacional chileno y el ejercicio de sus funciones legislativo y fiscalizadora 
(1990 – 2006)”, en Revista Política, 47, (Universidad de Chile), 2006, p. 114.

27	 Programa Naciones Unidas para el Desarrollo, Auditoría a la Democracia. Más y mejor democracia para 
un Chile inclusivo, (PNUD), 2014, p. 347. Las otras cifras son 68% aprobado; 6% aprobados parcial-
mente; 7% en tramitación; 5% archivados.
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La sentencia que analizaremos se dictó a propósito de uno de estos en-
frentamientos institucionales en el proyecto de ley de TV Digital. La mayoría 
del Tribunal Constitucional optó por una salida formalista que, en definitiva, 
debilita el uso futuro del veto justamente en aquellas circunstancias para las 
cuales fue ideado.

2. La sentencia del Tribunal Constitucional

El Tribunal Constitucional tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre el veto 
y, específicamente, sobre las normas que regulan su admisibilidad a propósito  
del proyecto de ley de TV Digital que tuvo una larga y debatida tramitación. 
El Presidente de la República Sebastián Piñera, presentó algunos meses antes 
del término de su mandato un conjunto de observaciones al proyecto de ley 
en algunos de sus aspectos más controvertidos. La gran mayoría de estas ob-
servaciones eran supresivas o sustitutivas, vale decir, suprimían o proponían 
modificaciones a textos ya aprobados por el Congreso.

En este artículo lo que interesa es la forma en que el fallo aborda las reglas 
en torno a la institución  del veto y no se analizará el mérito de las observacio-
nes presentadas ni su contenido, es decir, solo se abordará lo que dice relación 
con el proceso legislativo y no con la regulación de la TV digital.

2.1. Antecedentes de la sentencia. El debate en el Congreso 
El veto despertó un intenso rechazo por parte de las fuerzas políticas oposi-
toras. Ello puede apreciarse, por ejemplo, en las expresiones del Diputado 
Marcelo Díaz, quien sostuvo que el veto “pretendía salvar lo que no se obtuvo 
durante las votaciones en las dos ramas del Congreso, en la Comisión Mixta y 
en el mismo Tribunal Constitucional”. Por eso, agregó, “no se deseaba que el 
veto modificara aspectos sustanciales del proyecto aprobados por el Congreso 
tras un debate que se había prolongado por cinco años” y que debía rechazar-
se pues “vulneraba las facultades del Congreso Nacional”28.

Sin embargo, el simple rechazo del veto produciría, de todas formas, efec-
tos en el proyecto de ley despachado en caso de no alcanzarse el quórum de 
la insistencia, como probablemente ocurriría. Los diputados opositores deci-
dieron invocar, entonces, la única norma que impedía iniciar la discusión del 

28	 Historia de la Ley N° 20.750, p. 3061.
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veto y evitar con ello sus efectos: declarar todas las observaciones inadmisi-
bles por ser contrarias a las ideas matrices de la Ley de TV Digital.

En efecto, tanto la Constitución como la LOC del Congreso exigen que las 
observaciones tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales 
del proyecto de ley. Si no la tienen, corresponde al presidente de cualquiera 
de las dos cámaras la declaración de inadmisibilidad, pudiendo ser ésta re-
considerada por la sala29. Los presidentes de la comisión parlamentaria a la 
que ingresa el veto también pueden declarar la inadmisibilidad por la misma 
causa, siendo la sala la instancia de revisión de esta decisión. Sobre la base 
de esa atribución, la mayoría de la Comisión de Constitución determinó que 
todas las observaciones eran inadmisibles. 

Tanto los representantes del Ejecutivo como los diputados oficialistas argumen-
taron la tesis contraria: que todas las observaciones decían relación directa con las 
ideas matrices, ya que, entre otras cosas, “cada una de las observaciones había sido 
efectuada al texto revisado por la Cámara y el Senado”30. Además, la mayoría de los 
vetos propuestos por el Ejecutivo a la ley de TV Digital, eran sustitutivos o supresi-
vos por lo que tenían conexión directa con el proyecto de ley debatido.

Antes de la votación en la Cámara de Diputados, se alcanzó un acuerdo 
político para aprobar algunas de ellas y declarar inadmisibles otras31. De esta 
forma, se obvió la discusión respecto a la vinculación de las indicaciones con 
las ideas matrices y se avanzó en algunas de las observaciones.

En el Senado, sin embargo, el acuerdo alcanzado en la Cámara de Diputa-
dos fue objeto de dura crítica. El Senador Espina, de Renovación Nacional, ra-
zonó que “un veto aditivo sí puede ser inadmisible, porque en ese caso el Pre-
sidente de la República propone agregar algo. Y alguien puede decir que ese 
algo está en contra de las ideas matrices del proyecto […]. En cambio, cuando 
la observación busca quitar una parte de la norma, explíquenme cómo puede 
violentar las ideas matrices”, preguntó el parlamentario. En igual sentido el 
Senador Coloma sostuvo que, la decisión de la Cámara de Diputados, “impide 
que un Presidente formule un veto supresivo a cualquier norma [con lo que] 

29	 Artículo 73 inciso 2° de la Constitución, y Artículo 32 LOC del Congreso.

30	 Historia de la Ley N° 20.750, p. 3060.

31	 El acuerdo lo resumió el Presidente de la Cámara de Diputados, Edmundo Eluchans: “Las Comisiones 
unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, 
declararon inadmisibles todas las observaciones de su excelencia el Presidente de la República a este 
proyecto de ley. En virtud del acuerdo político que existe en relación con esta iniciativa, la Mesa declara 
inadmisibles las observaciones recaídas en los números 3), 4), 6), 7), 10), 13), 17), 18), 19), 22) y 28), y 
admisibles las recaídas en los numerales restantes”. Historia de la Ley N° 20.750, p. 3078.
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se estará limitando notablemente las facultades del Primer Mandatario. Y si, 
además, asumimos que por esa vía no se requiere la insistencia, estaremos 
produciendo un doble efecto”.

Por su parte, el Senador Novoa criticó la declaración de inadmisibilidad y 
llamó la atención especialmente sobre los efectos que tendría en el régimen 
presidencial aceptar la decisión de la Cámara de Diputados. Señaló que la 
declaración de inadmisibilidad “cambia radicalmente el sentido de la norma 
constitucional y, además, tiene una consecuencia práctica (a quienes no les 
gusta el sistema presidencialista tal vez compartan el punto): la Carta dispone 
que, cuando el Presidente de la República veta una disposición, para insistir 
en la voluntad del Parlamento se requiere la votación favorable de los dos 
tercios de los congresales en ejercicio. Con esta fórmula de votar si una obser-
vación es admisible o no, una mayoría simple podría hacer primar el criterio 
del Congreso. Si a uno no le gustara cierta norma, entonces debe cambiarse la 
Constitución, pero no en la forma señalada”.

En relación a las críticas el Senador Zaldívar explicó que el Senado como 
cámara revisora no podía cuestionar la inadmisibilidad efectuada por la Cá-
mara de Diputados “porque una rama del Parlamento no tiene primacía sobre 
la otra”. Por eso, la única alternativa era “que el Tribunal Constitucional, pre-
via presentación del recurso respectivo, se pronuncie sobre su admisibilidad 
o inadmisibilidad”32.

Tras esta confrontación de posiciones en torno al tema, un grupo de sena-
dores presentó un requerimiento al TC impugnando la decisión de la Cámara 
de Diputados, pues consideraron que los vetos declarados inadmisibles no 
eran contrarios a las ideas matrices. Se solicitaba entonces que el TC revirtiera 
la declaración de inadmisibilidad que había hecho la Cámara de Diputados.

2.2. El voto de mayoría.
El Tribunal Constitucional dictó sentencia sin que se haya formado mayoría 
en torno a una sola interpretación. La que se impuso, finalmente es, a mi 
juicio, negativa y, como ninguna otra sentencia de los últimos años, amenaza 
con eliminar un mecanismo constitucional como es el veto del Presidente de 
la República. La interpretación constitucional que entrega el fallo debiera, por 
lo mismo, a mi juicio, ser modificada en el futuro. De lo contrario, veremos 
desaparecer el veto presidencial cada vez que el Presidente de la República 

32	 Todas estas citas están tomadas de la sesión del Senado del 4 de marzo de 2014. En Historia de la Ley 
N° 20.750.



211ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO UDP

se enfrente a una cámara de origen en que no tiene mayoría. Analicemos el 
asunto en detalle.

A favor de rechazar el requerimiento se pronunciaron los ministros Car-
mona, Fernández, García, Hernández y Vodanovic. También lo hizo el minis-
tro Bertelsen, pero con un argumento diferente al de los anteriores. Los cinco 
ministros sostuvieron que la declaración de inadmisibilidad de observaciones 
por ser contrarias a las ideas matrices del proyecto de ley no era una cuestión 
de constitucionalidad, sino que de legalidad y, por lo tanto, el TC no tenía 
competencia para pronunciarse.

Dos son los argumentos más relevantes del voto que se cuestiona. El pri-
mero es que “el constituyente no desarrolló el tema de la admisibilidad o 
inadmisibilidad del veto presidencial, el que dejó entregado en definitiva a 
la decisión del legislador orgánico constitucional, por ser propio de la trami-
tación interna de la ley”33. Desde esa perspectiva, se trataría de un asunto de 
mera legalidad.

En la segunda argumentación, la sentencia entra directamente en lo que 
en derecho comparado se denominan “las cuestiones políticas”. Lo hace, eso 
sí, no para aislar esa variable dentro de la ponderación de elementos de jui-
cio –como debe ser–, sino que para construir otro argumento. Se sostiene 
que el acuerdo político “hizo posible que se aprobara parte del veto, pues, de 
otro modo, éste no hubiera sido viable en su totalidad”34, agregando que di-
cho acuerdo “permitió viabilizar el veto”35. De esta forma, el TC no solo hace 
una ponderación discutible respecto al futuro legislativo de un veto sino que, 
además, utiliza tal argumentación eminentemente política para dar un argu-
mento adicional que valida lo hecho por la Cámara de Diputados.

Sobre esta base, el TC concluye que “cualquier juicio acerca de la necesi-
dad de fundar o no en razones puramente jurídicas la inadmisibilidad de los 
vetos; sobre la imperatividad de hacerlo mediante un acto fundado o aun en 
torno a la exclusión del Senado del mecanismo de revisión de la razonabilidad 
de este procedimiento”36 no es una cuestión de constitucionalidad.

Con esto concluye que al TC nunca le estaría permitido entrar a cuestio-
nar si una determinada observación fue calificada como contraria a las ideas 

33	 Tribunal Constitucional, Rol N° 2646-14, sentencia de fecha 22 de abril de 2014, considerando 13°.

34	 Ibíd., considerando 22°.

35	 Ibíd., considerando 23°.

36	 Ibíd., considerando 27°.
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matrices del proyecto de ley y, como tal, declarada inadmisible. El asunto, 
como veremos, no solo es erróneo sino que además de complejas consecuen-
cias.

El ministro Bertelsen no suscribió esta tesis y, con ello, abre esperanza 
para que en el futuro el TC pueda enmendar su interpretación. Argumentó, 
que el requerimiento sí plantea una cuestión de constitucionalidad. Luego 
reflexionó sobre los efectos de acoger el requerimiento y finalmente terminó 
rechazándolo porque éste no singularizaba los artículos impugnados.

2.3. El voto de minoría.
Los cuatro ministros restantes –la ministra Peña, entonces Presidenta del Tri-
bunal Constitucional, y la ministra Brahm y los ministros Aróstica y Romero– 
presentaron lo que, a mi juicio, son buenos argumentos para sostener que el 
asunto planteado es efectivamente una cuestión de constitucionalidad que, 
por tanto, permite el pronunciamiento del TC.

Argumentan, en primer término, que sí “existen reglas constitucionales 
que regulan la admisibilidad de las observaciones o vetos que formule el Pre-
sidente de la República a un proyecto de ley consignando –nada menos- que el 
límite que aquéllas y éstos deben observar: tener relación directa con las ideas 
matrices del proyecto, sin perjuicio de que, en el caso de los vetos, tales obser-
vaciones deban producirse dentro del plazo que señala el inciso primero del 
artículo 73 de la Ley Suprema”37. Recuerdan  los 4 ministros como sustento 
del argumento anterior, la historia de la reforma constitucional de 1970, citan-
do una intervención del Senador Bulnes pertinente al tema: “En sesión de 6 
de septiembre de 1969 de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia 
y Reglamento del Senado, el Senador Bulnes explicó que al darle categoría 
constitucional a las disposiciones reglamentarias que impedían la presenta-
ción de indicaciones ajenas a las ideas centrales de un proyecto, se le daba 
competencia al Tribunal Constitucional para pronunciarse sobre la materia”38.

Establecido lo anterior, argumentan que la actuación de la Cámara de Di-
putados incurre en un vicio de constitucionalidad tanto formal como subs-
tancial: “La discrepancia producida entre los órganos colegisladores impor-
taría una infracción a la Carta Fundamental, desde una perspectiva formal, 

37	 Ibíd., Voto en contra de la ministra Peña (Presidenta), los ministros Aróstica y Romero, y la ministra 
Brahm, punto 5.

38	 Ibíd., Voto en contra de la ministra Peña (Presidenta), los ministros Aróstica y Romero, y la ministra 
Brahm, punto 6.
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en cuanto el Presidente de la Cámara de Diputados, a través de su acción 
consistente en la declaración de inadmisibilidad de ciertas observaciones con-
tenidas en el veto presidencial, habría alterado el proceso de formación de la 
ley, impidiendo que la Cámara revisora (Senado) se pronunciara sobre ellas. 
Pero, además, importaría una infracción sustantiva o material a la Constitu-
ción Política, desde el momento en que la aludida acción del Presidente de la 
Cámara de origen, habría coartado el legítimo ejercicio de las facultades cole-
gisladoras que la Carta Fundamental entrega al Presidente de la República”39. 
En consecuencia, ya no se trata solo de un debate en torno a la relación entre 
el veto y las ideas matrices del proyecto de ley, sino también del ejercicio de 
atribuciones constitucionales del Presidente de la República, las cuales, según 
argumentaron los cuatro ministros, se ven coartadas de un modo contrario a 
la Constitución, con la decisión del Presidente de la Cámara.

Por último, esta parte de la sentencia analiza la cuantiosa jurisprudencia 
sobre ideas matrices que ha elaborado el propio Tribunal Constitucional. Lue-
go, coteja esos precedentes con la actuación de la Cámara de Diputados, que 
habría incurrido en una inconstitucionalidad al no existir tal desvinculación 
entre los vetos y las ideas matrices.

3. Comentarios. Una interpretación que debe modificarse.

Lo más complejo del fallo analizado, es que si se consolida, deja sin posibili-
dad de control a cierto tipo de contiendas legislativas que, desde 1970 y hasta 
hoy, se entendía que podían estar sujetas al arbitraje de un tercero, como es el 
Tribunal Constitucional.

Más que pronunciarse sobre la admisibilidad, el fallo de TV Digital debía 
resolver si determinadas observaciones decían o no relación con las ideas ma-
trices del proyecto de ley. Como veremos, el Tribunal desde su primer fallo a 
inicios de los setenta y en decenas de otros durante las últimas décadas, se 
ha pronunciado sobre esta materia. De hecho, el TC nace en parte como un 
órgano llamado a hacer eficaz la norma que impide la presentación de indi-
caciones contrarias a las ideas matrices de los proyectos de ley. La existencia 
del TC permitió convertirla en una regla eficaz, pues, si bien antes estaban 
contempladas en normas infra constitucionales, las ideas matrices eran un 

39	 Ibíd., Voto en contra de la ministra Peña (Presidenta), los ministros Aróstica y Romero, y la ministra 
Brahm, punto 11.
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límite muy débil, pues su interpretación quedaba solo a la decisión de la ma-
yoría circunstancial.

Pero el Tribunal optó por resolver el asunto focalizando su análisis en la 
mera cuestión formal –la admisibilidad– obviando el análisis de la cuestión 
sometido a controversia. Para sostener su tesis, el TC argumenta sobre la base 
de precedentes y otros razonamientos que pasaremos a analizar a continua-
ción.

3.1. Precedentes del TC en materia de cuestiones de admisibilidad
No es la primera vez que el Tribunal se pronuncia sobre si tiene o no compe-
tencia para conocer de declaraciones de inadmisibilidad. Lo hizo el año 2006, 
pero en relación a la inadmisibilidad que declaró el Presidente del Senado 
respecto de una insistencia del Presidente de la República por el rechazo de 
la idea de legislar de un mensaje. En esa oportunidad, señaló el TC que “la 
competencia del Tribunal está circunscrita a resolver problemas de constitu-
cionalidad, pero no de infracción legal o de reglamentos internos de las Cá-
maras. La misión primordial de esta Magistratura es velar por la supremacía 
constitucional y no por la infracción de normas legales o infralegales”40. Sobre 
esta base agregó que “la Carta Fundamental no contiene norma alguna que 
regule la declaración de admisibilidad o de inadmisibilidad de un proyecto de 
reforma constitucional”41.

Sin embargo, en ese fallo, a diferencia de lo sucedido en la decisión sobre 
las observaciones a la Ley de TV Digital, el TC sí zanja el asunto principal y 
cuestiona la inadmisibilidad declarada por el Presidente del Senado. En efec-
to, la cuestión constitucional tuvo, en esa oportunidad, su origen en la decla-
ración de inadmisibilidad de la insistencia pues, a juicio del Presidente del 
Senado, en proyectos de reforma constitucional cuya idea de legislar había 
sido rechazada en la cámara de origen, no era posible hacer uso de ella pues 
no aplicaba el Art. 68 de la Constitución. El Tribunal señaló que sí era apli-
cable dicho mecanismo y luego sostuvo que no debía pronunciarse sobre la 
admisibilidad por ser ésta una cuestión de legalidad.

Como puede apreciarse, al desechar el argumento utilizado para sostener 
la inadmisibilidad el TC decidió el asunto. Tanto así que la inadmisibilidad 

40	 Tribunal Constitucional, Rol N° 464-06, sentencia de fecha 31 de enero de 2006, considerando 14°.

41	 Ibíd., considerando 15°.
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no prosperó y el Senado conoció de la insistencia42. Si bien el TC afirmó que 
la declaración de inadmisibilidad no era una cuestión de constitucionalidad, 
al fallar que la insistencia aplicaba a las reformas constitucionales, zanja la 
contienda y le da la razón a los requirentes. No es un precedente correcto, 
entonces, para sostener que el TC no se puede pronunciar sobre cuestiones  
vinculadas con la admisibilidad. En este caso en lo concreto lo hizo, aun cuan-
do reclama no haberlo hecho.

Tanto en el fallo de TV Digital y en el que se acaba de analizar, se cita-
ron dos precedentes que suelen invocarse para excluir al TC de este tipo de 
contiendas. El primero, es un requerimiento vinculado con una reforma al 
Código de Aguas en el que el TC afirma que “la disposición que establece 
que la no aceptación de un artículo que requiere mayoría especial de apro-
bación importa también el rechazo de las demás que sean consecuencia 
de aquella, es de rango legal y no constitucional, por lo que no procede 
que este Tribunal se pronuncie sobre ellas, pues importaría entrar a resol-
ver sobre la legalidad de un artículo de un proyecto de ley y no sobre su 
constitucionalidad”43.

El segundo fallo que ha servido de precedente es aquel en que se cuestiona 
la constitucionalidad de un Decreto Supremo vinculado con las normas de 
flexibilidad presupuestaria. El TC sostiene, que “la argumentación del reque-
rimiento en orden a que al dictarse el decreto supremo cuestionado se ha 
efectuado una interpretación demasiado amplia de las normas contenidas en 
el Decreto Ley N° 1.263 lo que desvirtuaría su real alcance, origina un proble-
ma de legalidad y no de constitucionalidad y no corresponde a este Tribunal 
emitir pronunciamiento al respecto”44.

Ambos precedentes son correctos, pero no sirven de sustento conceptual 
para argumentar que no corresponde al TC pronunciarse sobre cuestiones de 
admisibilidad. En los precedentes citados se le pide al Tribunal pronunciarse 
sobre el alcance de una norma legal –la norma de la LOC del Congreso, la 
cual dispone que rechazada una norma se entienden también rechazadas las 
demás que son consecuencia de aquella y el DL de Administración Financie-
ra– y sus efectos respecto de otros actos normativos: –un proyecto de ley y un 
decreto supremo–.

42	 Boletín 4061-07. Reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en 
el sistema electoral.

43	 Tribunal Constitucional, Rol 260-97, sentencia de fecha 13 de octubre de 1997, considerando 35°.

44	 Tribunal Constitucional, Rol 254-97, sentencia de fecha 26 de abril de 1997, considerando 29°.
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Tanto en el caso del Proyecto de Ley de TV Digital como en el Proyecto 
de Reforma Constitucional objeto de la insistencia, la decisión respecto de 
la admisibilidad o inadmisibilidad tiene una vinculación directa con el texto 
constitucional. En un caso con las normas que regulan la insistencia y en otro 
con aquellas que regulan la relación directa entre el veto y las ideas matrices 
de un proyecto de ley.

Los precedentes recién citados, si buen  son adecuados, no resultan aplica-
bles al caso que se analiza.

3.2. Debilidades de la Argumentación
Si revisamos el fondo de la sentencia, lo que están diciendo los ministros del 
voto de mayoría es que si bien pueden pronunciarse respecto a la vinculación 
con la idea matriz cuando una observación (y por simple lógica, también una 
indicación o proyecto) se introduce a un proyecto de ley, no pueden hacerlo 
cuando se impide el ingreso al proyecto de dicha observación. Es decir, pueden 
conocer una faz de la cuestión –cuando la mayoría declara admisible– pero 
no puede conocer la otra cara del mismo asunto –cuando la mayoría declara 
la inadmisibilidad–. Y esta diferenciación es absurda por diversas razones.

En primer lugar, no parece razonable que el TC pueda conocer de un asun-
to solo en razón del resultado, es decir, cuando la decisión de la mayoría re-
suelve la admisibilidad y no cuando opta por la inadmisibilidad del proyecto, 
indicación o veto. Lo que exige la Constitución, según veremos, es que se sus-
cite una cuestión de constitucionalidad, es decir, que exista una discrepancia 
respecto a la aplicación de la Constitución en el trámite legislativo. No exige, 
como supone el fallo, que el asunto en discordia se defina de una determinada 
forma por la mayoría.

En segundo lugar, la argumentación se funda estableciendo una diferen-
cia entre la mayoría y la minoría, que carece de razonabilidad. Es obvio que 
a la mayoría se le trate de modo distinto que a la minoría cuando se debe, 
por ejemplo, definir qué propuesta es la que debe prosperar. Es legítimo y 
necesario que en tal caso la mayoría sea la que triunfe. Pero en la aplicación 
de una regla procedimental, esta diferenciación no es procedente. Las reglas 
del proceso legislativo aseguran a la mayoría y la minoría, un plano de relativa 
igualdad. Todos pueden presentar indicaciones, todos individualmente pue-
den intervenir, todos los votos pesan lo mismo, etc., y, por lo tanto, todas las 
partes debieran tener igual derecho a solicitar el juicio imparcial de un terce-
ro. Sin embargo, con el fallo del TC que hemos analizado, a la minoría se le 
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impide hacerlo. En suma, tanto a mayoría como la minoría pueden impugnar 
ante el TC la declaración de admisibilidad, pero la minoría no puede impug-
nar ante ese órgano la declaración de inadmisibilidad que hace la mayoría. De 
esa manera se le impide hacer uso de un recurso procesal al que, por mandato 
constitucional, tienen acceso tanto la mayoría como la minoría.

En tercer lugar, el TC zanjó este asunto colocando el acento en el mo-
mento procesal donde se trabó la contienda –al momento de determinar su 
admisibilidad– y no, como ha sido tradicional, en la cuestión de fondo que 
se discute. Lo relevante, como tantas veces ha dicho el TC, es determinar si 
se trata o no de una “cuestión de constitucionalidad”. No es relevante enton-
ces si ésta se plantea al momento de ser aprobado un proyecto en el primer 
trámite, al ser despachado, o, como es el caso, al momento de determinar 
su admisibilidad.

Corresponderá a una “cuestión constitucional” si hay “un desacuer-
do, una discrepancia sobre la preceptiva constitucional entre los órganos 
colegisladores”45, que puede ser de fondo o también de forma, como en el 
caso analizado. El TC también ha dicho que, como un criterio abstracto para 
diferenciar las cuestiones de constitucionalidad de las de legalidad, debe anali-
zarse el cuerpo normativo donde está regulado el asunto: es decir, el operador 
se debiera preguntar dónde está tratada primordialmente la materia objeto 
de debate. Si lo está en la Constitución es una cuestión de constitucionalidad. 
Si lo está en la LOC o en los reglamentos, es una cuestión de legalidad, cuya 
resolución no le corresponde al TC46. Y como es evidente, el mandato de re-
lación directa entre un proyecto de ley y sus indicaciones y observaciones no 
solo se trata de una materia reglada en la Carta Fundamental, sino que, ade-
más, existe una vasta jurisprudencia constitucional al respecto.

Por eso, que el TC evite pronunciarse por tratarse de una declaración de 
inadmisibilidad es un formalismo inadecuado que obvía el contenido de la 
cuestión de constitucionalidad.

Los efectos de este fallo, además, son aún inciertos en el trámite legislativo. 
El Tribunal Constitucional, desde su creación en 1970  ha sido un importan-
te ente disciplinador del procedimiento en el Congreso. Sus sentencias han 
sido influyentes, por ejemplo, para determinar cómo se votan los informes 
de las comisiones mixtas o los tratados internaciones que contienen normas 

45	 Tribunal Constitucional, Rol 23-84, sentencia de fecha 26 de septiembre de 1984, considerandos 3-8.

46	 Tribunal Constitucional, Rol 464-06, sentencia de fecha 31 de enero de 2006, considerando 15.
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de distinto quórum. Igualmente, esas mismas decisiones han hecho eficaz el 
mandato constitucional de respeto a las ideas matrices.

La influencia de sus sentencias es, al mismo tiempo, el gran problema de 
lo que se analiza en este artículo. Si es que se consolida el criterio contenido 
en la decisión que estamos revisando, los efectos que tendrá en la tramitación 
de futuros vetos son aún inciertos. Pero todo hace pensar que el veto perderá 
su eficacia, al menos cuando se enfrente a una Cámara en donde el Presidente 
no tenga mayoría. En esa consecuencia profundizaremos a continuación.

3.3. Efectos de la tesis del TC
Cuando el voto de mayoría argumenta que determinar si un determinado 
veto dice o no relación directa con el proyecto de ley, ya no es una cuestión de 
constitucionalidad, sino que de mera legalidad, lo que hace es impedir al TC 
zanjar estas contiendas y seguir disciplinando el procedimiento legislativo en 
este aspecto. Las consecuencias para el ejercicio de la atribución del veto del 
Presidente de la República son evidentes. Sin importar el contenido del veto, 
ninguna observación prosperará en el futuro, cuando el Presidente carezca 
de mayoría en una de las cámaras, dado que se declarará la inadmisibilidad 
y el veto no podrá ser discutido. No importa que nuestras constituciones ha-
yan regulado el veto y la posibilidad que el Presidente tiene de impedir que 
se legisle sobre una materia a menos que concurran en la insistencia un alto 
quórum de las cámaras. Ahora aquella regla, si se consolida este precedente, 
caerá en desuso, pues ni siquiera se llegará a producir esa votación, ya que 
las cámaras declararán la inadmisibilidad de los vetos por ser contrarios a las 
ideas matrices. Sin importar si los vetos están o no en relación directa con 
las ideas matrices ya el TC no podrá seguir ordenando el proceso legislativo 
porque no tendrá el control en tal decisión.

Los efectos de tal interpretación para el ejercicio de las atribuciones presi-
denciales son nefastos. Las observaciones del Presidente, con este fallo, han 
dejado de ser una herramienta eficaz de veto y de negociación en el debate 
legislativo, Tal vez solo sobreviva como herramienta de cooperación. En otras 
palabras, ya no es herramienta de veto porque no es eficaz para que el Presi-
dente detenga una determinada iniciativa. Deja, a su vez, de ser una herra-
mienta de negociación porque ya no tiene credibilidad como instrumento efi-
caz para ser utilizado en el trámite legislativo. Solo podría ser una herramienta 
de cooperación, es decir, el Presidente podría hacer uso de ella cuando las 
cámaras estén de acuerdo. De lo contrario, harán uso del resquicio analizado.
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El riesgo de la interpretación que hizo el fallo queda muy claro para el 
poder ejecutivo, Tanto así, que en su escrito de observaciones la Presidenta 
Bachelet –si bien solicitó el rechazo del requerimiento–, no alegó en ningún 
momento que se trataba de una cuestión de legalidad. Tal vez intuye que, con 
ello, su potestad colegisladora pierde una herramienta para contrapesar la 
acción de una mayoría desfavorable en alguna de las cámaras47.

Como es evidente, la tesis del TC tiene efectos no solo sobre los futuros 
vetos presidenciales. Si las declaraciones de inadmisibilidad de los vetos no 
son sujetas a control alguno, tampoco lo son por la misma lógica, las decla-
raciones de inadmisibilidad de las mociones o indicaciones. De consolidarse 
el precedente, la minoría quedaría severamente afectada en sus opciones de 
tomar parte en el procedimiento legislativo con igualdad de armas. La mayo-
ría, incluso antes de entrar a discutir la indicación o la moción, podría dejarla 
al margen del proceso deliberativo.

En definitiva, no solo estamos ante un precedente que impone una prác-
tica parlamentarista en nuestro régimen constitucional sin cambiar ni una 
letra de la Carta Fundamental, sino que también amenaza la capacidad de la 
minoría de tomar parte en el debate legislativo.

4. ¿Quién debe velar por el cumplimiento de las reglas de procedimiento?

La sentencia lleva a preguntarse quién debe entonces velar en estos casos por 
el cumplimiento de las reglas de procedimiento, si no es el Tribunal Consti-
tucional. La respuesta de algunos es que los propios parlamentarios tienen 
mecanismos e incentivos para hacer exigible el cumplimiento de las reglas de 
formación de la ley. Se trataría, en consecuencia, de un acto interno de una 
de las cámaras no sujeto a control jurisdiccional alguno. Es esta, con algunas 
variaciones, la denominada enrolled bill doctrine en el derecho anglosajón o la 
interna corporis acta del derecho continental.

47	 La Presidenta Bachelet, en su escrito, solicitó el rechazo del requerimiento pero sobre la base de una 
argumentación completamente inédita. Señaló que los vetos declarados inadmisibles en la cámara 
eran contrarios a las ideas matrices no porque carecían de relación con ellas, sino porque eran con-
trarios a ellas y vulneraban el espíritu original del proyecto. La argumentación es incorrecta. ¿Cómo 
podría ser contraria a la idea matriz una propuesta vinculada directamente con ella pero que la modi-
fique, sea para no legislar al respecto o para hacerlo de un modo radicalmente distinto? Sostener esto 
último, como lo hace el escrito del Gobierno, deja el trámite legislativo ya no limitado en cuanto a los 
tópicos que pueden discutirse en un determinado proyecto de ley. También deja atado el contenido 
específico de ese proyecto. En otras palabras, solo podría rechazarse mas no modificarse un proyecto 
de ley. Ver Escrito de Observaciones, pp. 89 y 92. Disponible en www.tribunalconstitucional.cl
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Sin embargo, nuevas tendencias jurisprudenciales y, especialmente, la 
creación de los tribunales constitucionales, han matizado la antigua imposi-
bilidad de revisar el procedimiento legislativo por parte de órganos jurisdic-
cionales. En nuestro derecho, el Tribunal Constitucional fue creado, en gran 
medida, como un órgano capaz de resolver las controversias entre poderes en 
la tramitación de los proyectos de ley. Así, desde sus inicios, escrutó la trami-
tación de los proyectos de ley a la luz de las normas de la Carta Fundamental 
y dictó sentencias enmendando muchas veces la decisión legislativa.

Y ello tiene sentido. Pretender que sea el propio Congreso el que, como 
único órgano, vele por el cumplimiento de las reglas del procedimiento tiene 
algo de ilusorio. En nuestro derecho ya no existen leyes misceláneas no por 
obra de una norma abstracta incorporada en los reglamentos de las cámaras 
o en la Constitución, sino por la acción del TC que, tras su creación, permitió 
que un tercero ajeno al trámite legislativo hiciera exigible la regla.

Diversos autores han profundizado sobre esta materia y han sostenido 
variadas razones para argumentar en contra de la existencia de un órgano 
jurisdiccional externo que vele por el cumplimiento de las formas en el pro-
ceso legislativo. Entre otras, argumentan que el afán de reelegirse, el control 
de los grupos de interés, la figura de quien ejerce el liderazgo o presidencia 
de la respectiva rama e incluso motivaciones políticas y éticas promoverían el 
cumplimiento de las reglas de procedimiento, durante la tramitación de los 
proyectos de ley. No obstante, Bar-Siman, analizando esas y otras argumen-
taciones, concluye que “el congreso carece, por sí mismo, de la capacidad e 
incentivos para hacer cumplir las leyes del proceso de formación de la ley”48. 
En el Congreso de Estados Unidos, por ejemplo, donde no hay control juris-
diccional del proceso, son numerosos los casos de “flagrante ignorancia de las 
reglas del procedimiento en los años recientes”49. E incluso en Inglaterra, la 
cuna del Parlamento moderno, diversos indicios muestran que “las reglas no 
están tan internalizadas como para ser invulnerables a tentaciones partidis-
tas, ideológicas o personales”50.

Lo anterior no implica que toda discrepancia formal en el procedimiento 
legislativo deba ser resuelta por el Tribunal Constitucional. Hasta antes de 
esta sentencia analizada en este artículo, el TC había logrado construir una 

48	 Bar Siman, Ittai, “Lawmakers as Lawbrakers”, en William and Mary Law Review, 52, 2010, p. 871.

49	 Ibíd., p. 868.

50	 Ibíd., p. 859.



221ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO UDP

frontera razonable entre las cuestiones de legalidad y de constitucionalidad. 
Como hemos dicho, la participación del TC era exigible únicamente cuando 
la norma vulnerada es  de rango constitucional, como es el caso. Tampoco 
significa que todas las causales de inadmisibilidad de indicaciones, vetos o 
proyectos de ley, sean competencia del Tribunal Constitucional. En este pun-
to, si bien el TC había errado el razonamiento en el fallo relativo a la insisten-
cia de una reforma constitucional, el resultado había sido el correcto. Pero en 
este caso, ante una materia densamente regulada en la Constitución, el silen-
cio del TC amenaza con debilitar fuertemente la eficacia de una herramienta 
institucional que nos acompaña desde los orígenes del constitucionalismo 
nacional.

5. Conclusión

El veto presidencial ha sido una herramienta que, desde nuestras primeras 
constituciones, han tenido a disposición los presidentes en el juego de pode-
res con el Congreso. Desde 1893, en que se configuró la institución tal como 
la conocemos hoy, el veto se ha constituido en un elemento útil para la nego-
ciación, la cooperación o el enfrentamiento entre el Poder Ejecutivo y el Poder 
Legislativo. La sentencia del Tribunal Constitucional que se analizó en este 
escrito, cambia esa correlación de fuerzas, pues inhabilita el uso de las obser-
vaciones como herramientas de negociación y como herramientas de veto en 
ciertas circunstancias. Y lo hace sobre la base de una incorrecta interpretación 
de la Constitución.

En efecto, cinco ministros del TC sostuvieron que las decisiones de in-
admisibilidad de los vetos, y por simple lógica también la de indicaciones y 
proyectos de ley, no eran susceptibles de control por parte del TC por no cons-
tituir una cuestión de constitucionalidad. Con ello, como se ha argumentado, 
el TC se aproxima a un asunto de importancia desde una perspectiva parcial 
que atiende no al contenido de la contienda de constitucionalidad –en este 
caso, la relación de unos vetos con las ideas matrices– sino que al momento 
legislativo en que ésta se trabó –el juicio de admisibilidad–. Así el fallo no solo 
desatiende precedentes, sino que también parece no percibir los efectos de la 
decisión. Pero, lo más discutible, es que por la vía de una argumentación poco 
convincente renuncia a cumplir uno de sus roles fundantes, como es discipli-
nar el cumplimiento de las formas y reglas del proceso legislativo.


